Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 10:10). 

—Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes). 


«—Mensaje y proyecto de ley del Poder Ejecutivo por el que se sustituyen los artículos 1* y 22 
del proyecto de ley contenido en la Carpeta n.* 644/2016, con el objeto de ampliar el alcance de las 
exoneraciones tributarias a la totalidad de los contribuyentes con domicilio fiscal en la ciudad de 
Dolores, departamento de Soriano, afectados por el tornado acaecido el día 15 de abril de 2016. 


—Transparencia fiscal internacional y de prevención del lavado de activos y financiamiento del 
terrorismo. Se establecen normas de convergencia con los estándares internacionales. Carpeta n. * 
716/2016. Distribuido en elaboración. 


—Competencias de los entes autónomos y servicios descentralizados. Se modifica el artículo 
271, de la Ley n.” 16462, de 11 de enero de 1994. Proyecto de ley con exposición de motivos 
presentado por las señoras senadoras Patricia Ayala, Constanza Moreira, Ivonne Passada, Daniela 
Payssé, Lucía Topolansky y Mónica Xavier y los señores senadores Ernesto Agazzi, Andrés 
Berterreche, Marcos Carámbula, Leonardo de León, Rubén Martínez Huelmo, Rafael Michelini, Yeru 
Pardiñas, Marcos Otheguy y Enrique Pintado. Carpeta n.* 718/2016. Distribuido en elaboración. 


—Invitación cursada por la Agencia Nacional de Desarrollo al evento de cierre del año y 
presentación de sus programas 2017. 


Solicitud de audiencia del sindicato de trabajadores de cooperativas de consumo. Otorgada 
para el día de la fecha». 


—En consideración el segundo punto del orden del día: «Ciudad de Dolores. Se establecen 
exoneraciones fiscales para los contribuyentes y la población afectada por el tornado del día 15 de abril 
de 2016. Proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes. Carpeta N* 664/2016. 
Distribuido N* 949/20162». 


Léase el proyecto de ley. 
(Se lee). 


—«Artículo 1.*.- Exonérase a los sujetos pasivos del Impuesto a las Rentas de las Actividades 
Económicas, con domicilio fiscal en la ciudad de Dolores, departamento de Soriano, del pago a que 
refiere el artículo 93 del Título 4 del Texto Ordenado 1996, correspondiente al mes de abril de 2016 y 
hasta las obligaciones devengadas en el mes de setiembre de 2016. 


La exoneración dispuesta en el inciso precedente se extenderá como máximo a las 
obligaciones devengadas hasta diciembre de 2016, siempre que los referidos sujetos no desarrollen 
actividades debido a los eventos climáticos ocurridos el día 15 de abril de 2016. En tal caso, los 
mismos realizarán el pago a que refiere el inciso anterior, a partir del mes en el cual reinicien 
actividades, considerando el monto correspondiente a la escala inferior de la norma citada en el inciso 
primero. 


Artículo 2.*.- Exonérase a los contribuyentes con domicilio fiscal en la ciudad de Dolores, 
departamento de Soriano, del pago de la obligación tributaria dispuesta por el artículo 30 de la Ley 
n.” 18.083, de 27 de diciembre de 2006, así como a los comprendidos en los artículos 70 y siguientes 
de la Ley n.* 18.083, de 27 de diciembre de 2006 (Monotributo), y en la Ley n.* 18.874, de 23 de 
diciembre de 2011 (Monotributo Social Mides). 


Las obligaciones establecidas en el inciso precedente serán aquellas correspondientes al 
mes de abril de 2016 hasta las devengadas en el mes de setiembre de 2016. 


Para los sujetos comprendidos en el literal E) del artículo 52 del Título 4 del Texto Ordenado 
1996, la exoneración dispuesta en el inciso primero, se extenderá como máximo a las obligaciones 
devengadas hasta el mes de diciembre de 2016, siempre que los referidos sujetos no desarrollen 
actividades debido a los eventos climáticos ocurridos el día 15 de abril de 2016. En tal caso, los 
mismos realizarán el pago a que refiere el inciso primero, a partir del mes en el cual reinicien sus 
actividades. 


Artículo 3.%.- La Dirección General Impositiva podrá otorgar a los sujetos pasivos con 
domicilio fiscal en la ciudad de Dolores, departamento de Soriano, el régimen de facilidades de pago 
previsto en los artículos 11 y siguientes de la Ley n.* 17.555, de 18 de setiembre de 2002, respecto de 
las obligaciones tributarias devengadas a partir del mes de abril de 2016». 


SEÑORA SECRETARIA.- El Ministerio de Economía y Finanzas estuvo de acuerdo con eliminar del 
proyecto de ley original enviado por el Poder Ejecutivo el párrafo que decía: «Siempre que no hubieran 
desarrollado actividades debido a los eventos climáticos ocurridos el día 15 de abril de 2016». 


Continúo con la lectura del articulado. 


«Lo dispuesto en el presente artículo regirá exclusivamente para las obligaciones 
devengadas hasta el mes de diciembre de 2016». 


Artículo 4.*.- Facúltase al Banco de Previsión Social a otorgar el régimen de facilidades de 
pago previsto por la Ley n.” 17.963, de 19 de mayo de 2006, a contribuyentes con domicilio fiscal en la 
ciudad de Dolores, departamento de Soriano, afectados por los eventos climáticos del 15 de abril de 
2016, por deudas devengadas a partir de dicho mes, por concepto de Contribuciones Especiales de 
Seguridad Social, incluyendo aportes al Fondo Nacional de Salud. Lo dispuesto en el presente artículo 
regirá exclusivamente para las obligaciones devengadas hasta el mes de cargo julio de 2016, y no será 
de aplicación a las obras públicas. 


Artículo 5.*.- Exonérase a las obras privadas de reconstrucción de edificaciones afectadas 
por los eventos climáticos del 15 de abril de 2016 acaecidos en la ciudad de Dolores, departamento de 
Soriano, del componente patronal de los aportes al Banco de Previsión Social comprendidos en el 
inciso primero del artículo 5. del Decreto-Ley n.* 14.411, de 7 de agosto de 1975, así como de la 
aportación prevista por el inciso E) del artículo 71 de la Ley n.* 17.738, de 7 de enero de 2004. 


La exoneración comprenderá la cuotaparte correspondiente al seguro de accidentes de 
trabajo y enfermedades profesionales a cargo del Banco de Seguros del Estado, sin perjuicio de 
mantenerse la cobertura de dichas contingencias por parte del referido organismo durante la vigencia 
de la exoneración». 


—En consideración. 


SEÑOR MICHELINI.- En primer lugar, en este último artículo que dice: «Exonérase a las obras 
privadas de reconstrucción de edificaciones...», debería fijarse una fecha de culminación. 


En segundo término, se exonera de pagar al Banco de Seguros —no quiero demorar la 
discusión porque no sé cómo solucionarlo, pero al menos dejo la constancia— un cargo que supongo no 


debe ser tan importante, pero que debería pagar Rentas Generales. Capaz que no hay que tocar nada 
y se resuelve así, pero la empresa que presta un servicio lo tiene que cobrar porque. Si mañana se 
accidenta una persona, la empresa tiene que brindar la cobertura. ¿Quién va a pagar ese seguro? Lo 
paga la comunidad, no los asegurados por el Banco de Seguros. Creo que tenemos que ser 
conscientes de que estamos agregando un costo adicional a la empresa pública —que muchas veces 
criticamos— que no le corresponde. 


De todas maneras, no voy a hacer una objeción. Creo que este proyecto de ley debe ser 
votado en el día de hoy para que el miércoles sea considerado en el Senado. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota). 
8 en 8. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Propongo como miembro informante al señor senador Martínez Huelmo. 
Se va a votar. 

(Se vota). 


-8 en 8. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


(Ingresa a sala la delegación de la Federación de Sindicatos de Trabajadores de Cooperativas de 
Consumo). 


—La Comisión de Hacienda del Senado tiene el gusto de recibir a los representantes de la 
Federación de Sindicatos de Trabajadores de Cooperativas de Consumo. Como sabrán, la comisión 
tiene a estudio un proyecto de ley relativo a las cooperativas. 


SEÑOR MORAS.- Buen día. Muchas gracias por recibirnos. 


Soy integrante de la mesa ejecutiva de la Federación de Sindicatos de Trabajadores de 
Cooperativas de Consumo y de la mesa representativa del PIT-CNT. 


Agradecemos a la comisión por recibirnos para trasmitir la preocupación y la alerta que 
sentimos ante un nuevo proyecto de ley, porque cada vez que se tocan los reglamentos o el marco en 
el cual las cooperativas se manejan legalmente los trabajadores quedamos en una situación de 
inestabilidad. Siempre, cada dos o tres años, en función de esos USD 5:000.000 que las cooperativas 
mueven de las compras de sus socios y prestan ese servicio social solidario al conjunto de 
trabajadores que se han agrupado en cada una de ellas para poder comprar más barato y mejor 
financiado que en la plaza, alguna corporación intenta aprovecharse de esa situación momentánea que 
se ha disparado y quiere absorber parte de eso. 


Hemos peleado por el aporte patronal y por una cantidad de cuestiones como, por ejemplo, la 
ley de inclusión financiera, la ley de adeudos y demás. Cada vez que surge alguna iniciativa de ese 
tipo, se genera la inestabilidad de dos mil cabezas de familia, trabajadores de las cooperativas que se 
sienten tocados. A raíz de esa cantidad de personas por las que tenemos que velar es que desde las 


organizaciones sindicales impulsamos la idea de que no se toquen las cooperativas por su carácter. La 
cuestión es que hay aspectos que nos llaman poderosamente la atención. 


En el caso de Coopace, que es una cooperativa de ahorro y crédito y quiere proponer una 
cooperativa de consumo, nos parece que fue algo no acertado por las personas que lo propusieron. A 
raíz de esta situación es que llega esta iniciativa. Dos mil POS y tres personas que operarían esa 
cooperativa, no hacen a una cooperativa de consumo. Las cooperativas de consumo prestan un 
servicio solidario a sus socios; y ni qué decir en épocas de dictadura cuando la gente era perseguida y 
tenía que irse del país dejando a sus familias acá, las cooperativas estuvieron al frente dejando que los 
créditos siguieran abiertos para cada una de esas personas que estaba atravesando momentos 
terribles. A todo esto se suman las crisis económicas del país como, por ejemplo, la de 1983; nosotros 
dábamos los créditos. Lo mismo ocurrió cuando el cierre de las mutualistas. Tuvimos todos los créditos 
y hasta el día de hoy los estamos cobrando, gente que se insertó de vuelta después de muchos años, 
después de veinte años empezamos a volver a cobrar aquello que les habíamos prestado. Las 
cooperativas cuentan con ese mecanismo o herramienta que les permite prestar un servicio que no 
creo ninguna financiera lo haga, porque lo primero que hacen cuando no pueden cobrar porque la 
gente pierde sus trabajos, es cortar el crédito y el banco no presta dinero. Las cooperativas tienen esa 
calidad o calidez de sentir que realmente son las empresas de sus socios. Ha cambiado mucho la 
manera de gestionar las cooperativas. Ahora se pueden comprar más barato muchísimos artículos. Es 
muy difícil pelear contra las grandes corporaciones. Es como si mañana las grandes cadenas de 
superficie empiecen a descontar del sueldo de los trabajadores. 


Nosotros estamos intentando tocar la sensibilidad de los senadores, porque una vez que esto 
se desate será difícil pararlo. Nosotros calculamos que ni siquiera podríamos agarrar un 20 % de 
descuento en la cobranza. Entonces, nosotros estamos intentando hacer todo un cambio en la 
estructura de las cooperativas para que realmente tengan un buen desarrollo, con un buen futuro, es 
decir, brindar un trabajo estable que ayude también a lograr una estabilidad en lo emocional. Es un 
trabajo que permite llevar adelante una familia porque es bien remunerado. 


Nosotros estamos sorteando todos los escollos que tenemos, pero cada vez que estamos más 
o menos o salimos empatando hay un empuje de una enfermedad que no sabemos por qué es. En 
realidad, podemos sospechar por qué es esta situación: son los USD 5:000.000 que venden las 
cooperativas que alguien se los quiere poner en su bolsillo. Es muy bravo pelear con esta parte de la 
película, pelear contra la habilidad de las corporaciones de tener la posibilidad de hacer ese lobby. Las 
cooperativas de ahorro y crédito que se suponen van a empezar a aparecer ahora serían algo así 
como OCA. Yo no tengo nada contra esta empresa, pero no prestan un servicio social solidario, es otra 
cosa. El que quiere puede ir a VISA a OCA, es una opción. Pero esto presta otra clase de servicio: se 
pueden retirar los libros de los hijos; se puede vacacionar, pagándolo en treinta cuotas; tener una moto 
para un hijo que recién empieza a trabajar como delivery; acceder al servicio médico; a un servicio 
jurídico; a la peluquería; en fin, reitero, que es otra clase de servicio al que se puede acceder con una 
mínima cuota. Estos servicios no los brindan las corporaciones que quieren tomar esta parte 
económica de las cooperativas. 


Somos casi dos mil trabajadores y alrededor de cinco mil proveedores, que no tienen 
grandes negocios. Para que tengan una idea les comento que le compramos el queso a una persona 
que tiene una distribuidora chica y muchas veces le tenemos que dar adelantos para que se pueda 
manejar. No son grandes cadenas ni grandes distribuidores; favorecemos a ese sector de la economía. 
También nos confeccionan ropa con cortes de tela que nosotros entregamos, en momento en que las 
textiles están por desaparecer. En definitiva, esos cinco mil trabajadores vinculados a la cooperativa 
también se verían afectados, al igual que los 300.000 socios, que ya no podrían sacar la mercadería a 
muchísimo plazo y a muy bajo costo, como lo hacen hoy. Por lo tanto, si no existieran las cooperativas 
no podrían comprar los artículos a los que hoy acceden. Si a uno se le rompe el termofón no lo va a 
comprar a Carlos Gutiérrez sino a otro lugar que dé mejores condiciones de financiación. 


Agradecemos que nos hayan recibido para dar nuestra opinión sobre esta iniciativa que 
tiende a favorecer a las corporaciones. 


SEÑOR MONTES.- Agradecemos a la señora presidenta y a los señores senadores que nos reciban 
en la mañana de hoy. También agradecemos en nombre de la Federación Uruguaya de Cooperativas 
de Consumo a la agremiación de funcionarios del sindicato de trabajadores de las cooperativas de 
consumo, que han tenido la gentileza de invitarnos a integrar esta delegación. 


La razón del planteamiento y de nuestra visita a la comisión responde al proyecto de ley que 
se ha venido discutiendo, que tiene que ver con la creación de una cooperativa de consumo que surge 
a partir de una iniciativa de una cooperativa de ahorro y crédito. 


En términos jurídicos vamos a analizar el impacto legal que tendría el hecho de que el Poder 
Legislativo avance en la aprobación de un proyecto de ley que tiene aspectos positivos, que el 
movimiento cooperativo tiene que discutir en profundidad. Necesariamente, esa norma debe ser 
contextualizada con relación a lo que viene sucediendo dentro del sistema cooperativo. 


El primer elemento a destacar es que el proyecto presentado, en el cual se crea una 
cooperativa de consumo que surge a raíz de una propuesta de los socios de una cooperativa de ahorro 
y crédito, se explica por un elemento fundamental: la aprobación de la ley de inclusión financiera. ¿Por 
qué decimos que la creación de una cooperativa de consumo debemos relacionarla directamente con 
la ley de inclusión financiera? Porque hubo aspectos centrales de esa norma que facultaron a las 
cooperativas de consumo, en el desarrollo de su actividad cooperativa —en la compra y venta de 
artículos a sus socios—, a retener el mínimo no imponible adicional. Sin perjuicio de ello, se reconoció — 
en virtud de un planteamiento que formularon las cooperativas de consumo-— una jerarquía especial en 
el orden de prelación al acto cooperativo. 


También se consideró en el debate parlamentario, en la Comisión de Hacienda de la Cámara 
de Representantes y en el plenario, la incorporación normativa en el proyecto inicial de la ley de 
inclusión financiera. 


Ahora bien, ¿qué sucede? ¿Por qué una cooperativa de ahorro y crédito u otra no abre una 
sección cooperativa? Aquí necesariamente tenemos que remitirnos a lo que establece la Ley n.* 18407, 
Sistema cooperativo. Los señores senadores recordarán que desde 2008 se trató de articular en el 
país una política de Estado —entre todos los sectores y actores de la actividad política— para centralizar 
todo en un conjunto de normas que finalmente se plasmaron en la Ley n.” 18407. En esa norma se 
establecieron dispositivos legales muy novedosos: instrumentos de capitalización y creación de las 
corporaciones cooperativas, entre otros. Además, se reconocía a las diferentes clases cooperativas la 
posibilidad de abrir secciones cooperativas. 


En los artículos 91 y 92 de la ley general de cooperativas se estableció el mecanismo para 
que una cooperativa, ya sea de ahorro y crédito, de consumo o de trabajo, pudiera abrir una sección. 
Sin embargo, al momento de procesarse la discusión con la participación de todos los actores del 
sistema cooperativo, la facultad de retener fue limitada. ¿A qué voy con esto? A que si una cooperativa 
de ahorro y crédito abre una sección de consumo, el marco normativo que la regula es el de la 
cooperativa de consumo, con la salvedad de que no puede retener de los salarios, de las pasividades 
ni de las jubilaciones. Ese mecanismo fue resuelto internamente luego de una ardua discusión que se 
dio en las instancias parlamentarias y con la participación de todos los actores del movimiento 
cooperativo, que en esa oportunidad —estamos hablando de 2008- entendió pertinente que esa era la 
mejor solución jurídica para evitar la canibalización o que una modalidad cooperativa ocupara el lugar 
de otra. Este fue el contexto de la discusión. 


Actualmente, luego de la ley de inclusión financiera, esta propuesta tiene que ser analizada 
como el efecto y la consecuencia razonable de una preocupación legítima que tienen las cooperativas 
de ahorro y crédito en particular, pero también cualquier otra que actúe dentro del sistema, porque ve 
limitada su posibilidad de retención. ¿Por qué? Porque la ley de inclusión financiera estableció un 
marco lógico, sistemático para determinar en qué circunstancia operaría la retención o no. 


¿Por qué una cooperativa de ahorro y crédito procede a abrir una cooperativa de consumo y 
no una sección cooperativa? Porque no tiene la facultad de retención. Este es el tema central. De 


aprobarse este proyecto de ley sin que participen todos los actores del sistema cooperativo —incluso, 
es importante que este proyecto sea un insumo fundamental para el proceso de reforma de la Ley n.” 
18407-—, una medida aislada del contexto de lo que actualmente está sucediendo puede generar la 
atomización del sistema cooperativo. ¿Por qué afirmamos el tema de la atomización? Porque si el 
mecanismo legal que tiene un sector del cooperativismo que fue afectado por la ley de inclusión 
financiera debe atender necesidades de sus socios y dicho mecanismo es la creación de cooperativas 
de consumo realizando una operativa y negocios jurídicos diferentes a los que tradicionalmente lleva 
adelante una cooperativa de consumo, el efecto que naturalmente tendrá este proyecto será la 
atomización del sistema cooperativo. 


Es importante que en la discusión participen, fundamentalmente, los actores del sistema, 
comenzando por el Instituto Nacional del Cooperativismo. ¿Por qué afirmamos esto? Porque el Instituto 
Nacional del Cooperativismo viene trabajando en forma coordinada con todos los actores del 
movimiento gremial organizado para buscar alternativas a los procesos de reconversión de las 
cooperativas de consumo en particular, pero también de las cooperativas de ahorro y crédito luego del 
impacto de la ley de inclusión financiera. 


Entonces, cualquier reforma que impacte en el sistema cooperativo necesariamente 
debemos tratarlo armónicamente en el conjunto y en el cuerpo normativo que el país se dio a través de 
la determinación de una política de Estado que dio lugar a la aprobación de la Ley n.* 18407. 


Con esto queremos establecer lo siguiente. La Federación Uruguaya de Cooperativas de 
Consumo no cuestiona la legitimidad de ninguna organización cooperativa que transite la búsqueda de 
alternativas para establecer la manera de atender las problemáticas sociales de las localidades, pero 
nos preocupa enormemente que por el hecho de aprobar o discutir una ley y las modificaciones que 
han surgido del debate parlamentario —entre las que hay componentes muy positivos— esto se 
descontextualice del proceso que actualmente viene realizando el movimiento cooperativo. 


Aclaramos lo siguiente. Durante el curso de este año, el Instituto Nacional del Cooperativismo 
y el movimiento cooperativo organizado a través de la Confederación Uruguaya de Entidades 
Cooperativas comenzaron a discutir internamente cuáles serían las modificaciones a incorporar a la ley 
general. 


Por supuesto que en esos debates participaron actores como el propio Ministerio de 
Desarrollo Social para ajustar la redacción relativa a las cooperativas sociales, es decir, cómo realizar 
la transición de una cooperativa social a una cooperativa de trabajo. 


Tanto las entidades públicas como el movimiento cooperativo vienen procesando esa 
discusión. ¿Por qué este año no se pudo avanzar en la búsqueda de textos alternativos? Porque el 
movimiento cooperativo, entre el 14 y el 18 de noviembre, desarrolló una actividad estratégica para el 
país: la IV Cumbre Cooperativa de las Américas que se llevó a cabo conjuntamente con el Congreso 
Continental de Derecho Cooperativo. Para que tengan una idea, señalo que en esta reunión 
participaron 1300 personas de todas partes del mundo. Eso determinó que la cumbre, en comparación 
con otras instancias celebradas, tuviera un éxito rotundo. 


Ahora bien, hay un tiempo razonable que los señores senadores determinarán para que los 
actores del sistema cooperativo puedan expedirse. 


Hay un elemento central que después desarrollarán el resto de los compañeros y es que no 
decimos que el proyecto de ley sea bueno o malo, sino que, teniendo en cuenta el impacto que puede 
tener en las políticas que está realizando el propio Instituto Nacional de Cooperativismo al buscar el 
fortalecimiento de procesos de intercooperación, si se va a aprobar una norma en estos términos, tanto 
la Federación Uruguaya de las Cooperativas de Consumo como la confederación y la cámara que 
reúne a las cooperativas de ahorro y crédito, deberían ser escuchados. ¿Por qué? Porque hay un tema 
central: cuáles son las vías de desarrollo y de intercooperación que requiere el sistema cooperativo. 


Si bien entendemos que es razonable el planteamiento y que las modificaciones incorporadas 
por los señores legisladores pueden tener elementos muy positivos para desarrollar aún más a las 
propias cooperativas de consumo que existan, esta medida debe ser necesariamente contextualizada 
después del impacto que tuvo la ley de inclusión financiera. 


Para que esta discusión esté presente en las instancias formales, señora presidenta, resulta 
fundamental contar con la participación del Instituto Nacional del Cooperativismo, la Confederación 
Uruguaya de Entidades Cooperativas, la Federación Uruguaya de Cooperativas de Consumo 

—formalizaremos el planteo para desarrollar estos conceptos— y también la Cámara de Ahorro 
y Crédito. 


Gracias. 


SEÑOR ROBALLO.- Soy integrante de la federación de trabajadores y funcionario de la cooperativa 
bancaria. 


El tema que quiero exponer está relacionado con las cooperativas y también con un espíritu 
que se trae desde la Ley n.” 17829, e incluso desde antes, en cuanto al ordenamiento de los 
descuentos y de lo que deben cobrar los trabajadores al final de cada mes. 


La Ley n.* 17829 estableció un ordenamiento que dejó a las cooperativas en determinado 
lugar y luego la ley de inclusión financiera intentó volver a regular eso. Ahora se empieza a aplicar esto. 
Se establecen determinados mínimos que se aplican en particular a las cooperativas hasta en un 30 % 
y al resto de las instituciones que generan crédito de nómina en ciertas condiciones se les van 
aumentando esos porcentajes hasta llegar al 50 %. ¿Por qué? Porque se detectó que los trabajadores 
endeudados terminaban no cobrando y eso era todo un problema. 


Con el crédito de nómina, cualquier entidad que preste dinero, si aplica las tasas 
correspondientes, hoy puede enviar hasta un 20 % de retenciones al sueldo del trabajador. Eso está 
articulado junto con las cooperativas de consumo, con ese envío de compras, de actos cooperativos 
generados por las compras en supermercados de electrodomésticos, ropa, artículos escolares y por 
algunos servicios, como el fúnebre, médico y odontológico. Estamos nombrado servicios del cotidiano 
vivir de muchos de los trabajadores uruguayos; no estamos hablando de artículos suntuarios, sino de 
determinadas cuestiones que hacen a los trabajadores —como bien dijo Walter—, personas que ganan $ 
15.000, que alquilan a través de ANDA y cuando uno ve su recibo de cobro comprueba que terminan 
ganado $ 5.000 o $ 6.000 con un vale todos los días. Estamos hablando de esa inmensa cantidad de 
trabajadores de empresas de seguridad, jubilados con pasividades muy bajas, de magisterio, es decir, 
de 300.000 trabajadores. No tenemos nada en contra de las personas que viven de un capital, de 
rentas o de alquileres, pero ahora nos estamos refiriendo al pueblo uruguayo, a los montevideanos y a 
la gente del interior. Nosotros estamos asentados en todo el país: tenemos sucursales en Artigas, en 
Bella Unión y en Paysandú, donde contamos con tres o cuatro sucursales, la Asociación Cooperativa 
Electoral, Coperpay -que esta medio fundida—, Club Empleados Ancap —que depende de los 
trabajadores del club— y la Cooperativa de la Previsión Social. Si los señores senadores tuvieron la 
oportunidad de estar en contacto con estas cooperativas habrán podido ver que el público es 
netamente trabajador: vienen en bicicleta, compran un celular porque están en el campo, una garrafa 
de 13 kilos o hacen el surtido. De eso estamos hablando. 


Cuando legislamos determinadas cuestiones que son sensibles, no solo estamos perjudicando 
a esas 2.000 familias que dependen directamente del cooperativismo, sino que estamos ante un 
problema que es más amplio: estamos atacando a empresas que hoy dan créditos más allá de que la 
persona esté en el clearing —-lo que no sucede con las tarjetas de crédito—- o de que esté atrasada. Sin 
ir más lejos, durante la crisis bancaria la cooperativa bancaria dio soluciones a los trabajadores 
bancarios en el área de la salud y en lo que es la canasta. Lo mismo pasó en épocas difíciles en la 
cooperativa magisterial y en la de la previsión social. Quiere decir que cada cooperativa ha generado 
en su ámbito de acción —porque todas surgen de algún lugar particular, salud pública, Ancap, bancaria, 
magisterio, policial, militar, Cuteantel, Coperpay-— soluciones ante los problemas. Hoy nos encontramos 
con que se han extendido y no se limitan únicamente a ese origen. Actualmente la cooperativa 
bancaria tiene socios de todos lados: de Securitas, de empresas de limpieza y de Gestam. Lo mismo 


sucede con previsión social, magisterio y salud pública, más allá de que los ámbitos propios se 
respetan y están claramente definidos. Por lo tanto, cuando planteo que hoy tenemos un problema que 
nos preocupa me refiero a la fuente de trabajo y a todo lo que está relacionado con eso. 


También voy a hablar de un tema que se acaba de mencionar. La ley de inclusión financiera 
dio soluciones, pero dejó postergada a alguna modalidad de cooperativa en cuanto a las prelaciones y 
a las posibilidades de enviar descuentos que iba a quedar sujeta a ese aumento del mínimo no 
imponible a los trabajadores y beneficiando, en cierta medida, a las cooperativas. También solucionó el 
tema de las tasas de interés que se cobraban —las empresas que enviaban retenciones podían 
hacerlo—, que no eran las que podían cobrar. Hoy, con la ley de inclusión financiera, se cobran tasas 
bajas y ellos tienen derecho a enviar ese crédito y esa retención. 


Esto surge tratando de eludir todo el articulado que se fue generando a lo largo del tiempo 
desde la Ley n.” 17829 hasta ahora, porque hay una cooperativa de ahorro y crédito que no 
conocemos, pero sabemos que ha hecho un planteamiento, inclusive en el interior de la federación, 
para intentar ser genuinamente una cooperativa de consumo y dar la posibilidad de que envíen 
determinadas retenciones. 


Cuando empezamos a analizar el tema nos encontramos con que esa cooperativa va a 
funcionar con 2.000 POS y tres personas —un asesor, el gerente y alguien más—, o sea que estamos 
hablando de OCA o VISA, una tarjeta de crédito. Eso ya se intentó hacer con la tarjeta 
intercooperativas y lo discutimos en la interna del movimiento. La primera connotación es que no es 
como la cooperativa de consumo industria y comercio, sino que es caja bancaria y control del Banco 
Central, como está controlada la actividad de intermediación financiera. 


Por otro lado, si nosotros hacemos algo genérico al barrer y no controlamos que la forma 
jurídica se condiga con la naturaleza del emprendimiento, muchas entidades comenzarían a generar 
cooperativas de consumo para tener el beneficio de enviar las retenciones de determinada manera. No 
estamos en contra de ninguna modalidad de cooperativa ni tampoco del proyecto de ley. Lo que sí 
decimos es que hay que tener cuidado con lo que se va aprobar y con lo que ya está ordenado. Tal vez 
haya que poner arriba de la mesa un montón de elementos que hoy no lo están, analizarlos y ver en 
qué medida podemos reordenar algo que hoy está funcionando. 


Otro elemento importante a tener en cuenta, más allá de los aspectos de a dónde llegamos y 
el funcionamiento de las retenciones, es que las cooperativas se manejaron con un marco jurídico 
existente hasta el día de hoy. Casualmente en el mes de noviembre se cumple un año de la emisión 
del decreto-reglamentario de la ley de inclusión financiera y, por lo tanto, comienzan a aplicarse 
determinados efectos que estaban en suspenso. 


Hoy estamos viendo que determinadas cooperativas tienen ciertas mejoras en su cobranza, 
mientras que otros actores, en forma genuina, intentan evitar eso. ¿Qué quiero decir con esto? Las 
cooperativas trabajaron con una política crediticia con créditos a ocho, doce, veinticuatro y treinta y seis 
cuotas y hoy vamos a barajar y a dar de vuelta. Esos créditos que dimos con determinado marco —que 
venían en el recibo de cobro- hoy pueden cambiar. ¿A través de qué? De una ley particular que, 
evidentemente, modifica otra ley general —la de inclusión financiera— que contempló ese punto. De allí 
surge nuestra preocupación. No estamos en contra de las cooperativas de consumo. No estamos en 
contra de las cooperativas de crédito. No estamos en contra de las cooperativas de trabajo. Somos 
cooperativistas y estamos a favor de todo eso. El tema radica en cómo nos ordenamos y cómo no nos 
lastimamos entre nosotros. 


Otra cosa distinta —quiero que esto también quede claro en esta intervención— son las 
asociaciones civiles que no son cooperativas, que cuentan con 250.000 socios, envían USD 
25:000.000 de retención y recién ahora, después de muchos años, dejaron de tener un sindicato 
amarillo, fueron aceptados en AEBU y se ha dado un proceso distinto. Eso es totalmente diferente a lo 
que venimos a plantear acá y ahí sí tenemos una alerta mayor porque está claro que el interés es muy 
grande. Imaginen que si esta asociación envía USD 25:000.000 de retenciones y está por arriba de la 
inmensa mayoría de las cajas, si hoy pasa a estar por debajo, eso implica que va a buscar un apoyo 
importante para que se conserve el statu quo que venía manteniendo hasta ahora. Además, sabemos 


que esta institución, cuando pudo hacerlo, envió —por un renglón de descuento de alquileres que tiene 
una prelación superior— consumo o préstamos. 


Nosotros queremos alertar a los señores senadores de que no es un tema sencillo. Los 
actores son muchos y el entramado social que estamos alcanzando con cualquier resolución es 
importante. No estamos hablando de Ta-Ta, Disco o Tienda Inglesa, sino de instituciones que tienen 
ochenta y siete o noventa años en la sociedad uruguaya, que surgen de la propia sociedad uruguaya y 
que a lo largo del tiempo se han encargado, por su forma y actividad, de entrar en aquellos lugares a 
los que no ingresan un montón de empresas comunes. 


Por lo tanto, más allá de nuestro punto de vista como trabajadores, nos interesa destacar 
estos aspectos. Tuvimos experiencias importantes cuando alguna cooperativa estuvo al borde de 
cerrar y fuimos a hablar con determinados organismos, inclusive, concurrimos a la Auditoría Interna de 
la Nación, donde hablamos con la auditora. Allí planteamos el impacto social que generaba, por 
ejemplo, el cierre de la cooperativa de la previsión social. Allí teníamos entre 18.000 y 20.000 socios 
jubilados que muchas veces compraban el gas, obtenían el vale para ir a comprar a Ta-Ta, se atendían 
en el médico, se les arreglaba la boca, podían comprar cosas para sus nietos, se los sepultaba. De eso 
estamos hablando y no de otro tipo de problemas. 


SEÑOR BLANCO.- No tengo mucho más para decir porque el tema ha sido desarrollado 
extensamente por mis compañeros. El rol social que cumplen las cooperativas ya lo conocen los 
señores senadores. Por lo tanto, no vamos a hacer un discurso sobre algo respecto de lo cual han 
legislado, pero queremos poner énfasis en algunos aspectos. Antes que nada queremos que cualquier 
modificación que se introduzca a la ley general de cooperativas se haga como se hizo durante este 
período, es decir, concordando con el movimiento cooperativo. Acá no solo hubo una comisión especial 
de cooperativismo donde nació la ley, sino que también hubo etapas previas con una comisión 
honoraria con dirigentes de larguísima trayectoria como Sarachu, entre otros. 


Hubo un proceso en el que se trató de sintetizar las contradicciones que se generan en el 
propio movimiento cooperativo y que son las que se están planteando acá. Por lo tanto, lo que nosotros 
queremos es buscar soluciones. Como dicen los compañeros, a priori no estamos en contra de que 
exista otra cooperativa, pero sí exigimos que se cumpla cabalmente lo que dice la ley. Los señores 
senadores recordarán que se crearon una serie de instituciones u organismos que prestaban dinero 
bajo el formato de cooperativas de ahorro y crédito, pero en realidad no eran tales —es decir que 
utilizaban el mecanismo, pero no eran cooperativas— y la legislación en esta última etapa ordenó eso. 


Recuerdo que hace más de diez años conversamos con el entonces ministro de Trabajo y 
Seguridad Social, señor Bonomi y con el señor Bruni que había sido nuestro asesor, acerca de nuestra 
preocupación sobre por qué se generaba un nuevo criterio que también afectaba a las cooperativas. Lo 
que ocurría era que los trabajadores iban al Parlamento y decían que no cobraban un peso. No 
cobraban ni un peso y ahí surgió la discusión sobre la necesidad de que hubiera un mínimo imponible. 
Era razonable. Tuvimos que ordenar todos los créditos y, en realidad, sirvió porque hoy los 
trabajadores cobran parte de su salario. Después empezó la pelea por ver quién llegaba primero. Si 
será importante esto que hasta el propio Estado protege sus créditos, lo entendemos y es razonable 
que todo el mundo se preocupe cuando se genera ese proceso. Los créditos del Banco de la República 
están asegurados —y hablamos del Banco de la República que tiene una espalda anchísima-, los del 
Banco Hipotecario del Uruguay y los de la Agencia Nacional de Vivienda también. Tan es así que los 
trabajadores pidieron la cuota sindical y así sucesivamente. 


En ese marco, el legislador entendió que las cooperativas de consumo prestaban y prestan un 
servicio con determinada naturaleza que se traduce en alimentos, como dijeron los compañeros. Son 
alimentos, no es dinero, entre otras cosas porque el propio legislador dijo: «Bueno, ojo con el dinero» 
porque está en la naturaleza humana y muchas veces el dinero nos resuelve un problema, pero 
después no tenemos plata para comer. No nos va a dar de comer y tenemos que ir a la cooperativa de 
consumo. Yo estaba recordando la génesis de aquella discusión donde aparecía un sobre con un 
recibo de sueldo que indicaba cero peso. Por suerte eso se desterró. 


Nosotros queremos que se genere un debate con tranquilidad, con pausa. Siempre fuimos 
criteriosos en respetar la opinión del legislador y también estuvimos atentos a las rendiciones de 
cuentas porque a veces hay que resolver urgencias y se aprovecha esa instancia. En este caso, 
entendíamos que no era el lugar adecuado y saludamos que se sacara el tema de la rendición de 
cuentas y volviera a la comisión. Ese fue el primer paso en el esfuerzo que se hizo. 


Aunque sea reiterativo porque el señor Roballo ya lo dijo, quiero hacer énfasis en que ANDA 
está peleando por tomar esa porción que representa una partecita del producto interno bruto del 
Uruguay que se genera a través de las cooperativas, pero a la que quieren ingresar en igualdad de 
condiciones y hacen intermediación financiera. La prueba de eso es que por suerte hoy los 
trabajadores terminaron con un sindicato amarillo y lo primero que hicieron fue pedir para ingresar a la 
asociación de bancarios, que los abrazó. Los señores senadores son testigos del movimiento que hubo 
previo a que se aprobara la ley de inclusión financiera, cuando se rodeó el Palacio Legislativo. Creo 
que tenemos tiempo. Hicimos movilizaciones —los señores senadores son testigos— y recuerdo que el 
señor Gustavo Bernini, actual presidente de Inacoop, en aquel momento era diputado y nos preguntó 
por qué no habíamos ido antes de hacer ese despliegue en el Parlamento. Le respondimos que no 
habíamos ido antes porque ya estaban votando el proyecto de ley. Tomando en cuenta ese 
antecedente, concurrimos a esta comisión. 


Junto con mi compañero de la mesa representativa y otros de la federación le planteamos 
este tema al señor Bernini. La ley es preceptiva. Cualquier modificación o aspecto que tenga que ver 
con la materia de cooperativas, preceptivamente tiene que consultarse a Inacoop. Este instituto es 
parte de la creación de la ley general de cooperativas. Por lo tanto, si se hace esa consulta va a ocurrir 
lo que señaló el doctor Montes: van a trasladar a la Cudecoop, van a hablar con las cámaras y con la 
federación. Además, se está procesando un encuentro entre la Cámara Uruguaya de Cooperativa de 
Ahorro y Crédito de Capitalización y la propia Federación Uruguaya de Cooperativas de Consumo para 
ver de qué manera esos aspectos e intereses —que no coliden, pero pueden superponerse-— se pueden 
armonizar o, incluso, se puede proponer una solución a los señores legisladores. 


En principio, más allá de las discusiones sobre los porcentajes —que es otro capítulo—, 
queremos que quede meridianamente claro el tema de la prelación. ¿Qué significa eso? Que no se nos 
corra. Lo hemos aceptado en la medida en que se han ido incorporando —como acabo de decir— el 
crédito al consumo del Banco de la República del Uruguay, el préstamo del Banco Hipotecario del 
Uruguay, la cuota sindical, la pensión alimenticia en primer lugar, es decir, aspectos sociales que 
ameritaban que perdiéramos la prelación; eran argumentos de peso y tenían que ver, como decían los 
compañeros, con la vida de un trabajador. Ahora, con ese mismo criterio, pretendemos que no se nos 
siga retirando a las cooperativas de consumo. Esto es de principio; la prelación para nosotros es 
cardinal. Por otro lado, hay márgenes para discutir los aspectos relativos al quántum, al porcentaje que 
se puede retener. Repito: lo natural sería que esa discusión viniera acordada entre las cooperativas de 
consumo y las de ahorro y crédito. 


Los compañeros ya hicieron referencia a Coopace. Tenemos entendido que la cooperativa de 
ahorro y crédito tiene una larga trayectoria en el departamento; está vinculada a la enseñanza. Nos 
interesa que el sistema cooperativo se extienda cada vez más en el interior del país. Generalmente 
estas cooperativas han sido impulsadas a través de las cooperativas grandes de Montevideo que han 
generado extensiones; cuando hay cooperativas genuinas, autóctonas, nos parece perfecto. 


Queremos aclarar el planteo realizado por el doctor Montes en cuanto a que no se hagan 
ficciones. Él y yo somos abogados y nos consta que quien de alguna manera pensó con la mejor 
buena fe en la creación de las cooperativas de consumo, se está equivocando porque generó una 
situación que va a dar empleo a tres personas, que no son trabajadores con las características que los 
compañeros señalaron, sino a un ex gerente desocupado, al propio asesor letrado y a un contador y se 
van a instalar dos mil POS. Eso es intermediación: vendo un voucher. No hay capital, patrimonio, 
edificio ni trabajadores. Esto también nos preocupaba. Pero, ¿dijimos no? No. Pedimos una entrevista 
con la cooperativa de consumo para que nos den detalles sobre su existencia, se presenten y nos 
despejen las dudas, en caso de que las haya. 


Insisto: la prioridad es un principio fundamental. No hay posibilidades, no hay márgenes para 
que las cooperativas de consumo vuelvan a estar un escalón por debajo. Aceptamos lo demás por las 
razones expuestas. 


Respecto al tema de los porcentajes, estamos dispuestos a analizarlos en la medida en que 
surja una propuesta que, según entendemos, debe hacerla Inacoop por las condiciones expuestas. 


No tengo más nada que agregar. 


SEÑOR MICHELINI.- Según entiendo, cuando ustedes hablan de cooperativas de consumo, se 
refieren a las que fueron creadas por leyes a texto expreso, es decir que si hay una cooperativa de 
consumo que no fue creada de esa manera no está en la prelación y ni siquiera está como cooperativa 
de ahorro y crédito. 


Dejemos las sociedades civiles de lado, porque ese tema no se ha planteado, y también si se 
trata o no de una cooperativa en el sentido estricto, porque de eso se ocupará el organismo 
correspondiente y si la ley no tiene las exigencias debidas, entonces pongámoslas. Creo que no 
deberíamos ser ustedes ni nosotros quienes falláramos acerca de si se trata o no de una cooperativa; 
se debe cumplir con todos los requisitos. Una vez que la institución cumpla con todos los requisitos 
será cooperativa y, si no lo hace, no lo será. Obviamente, si se trata de una organización de vouchers, 
no es una cooperativa, pero eso no lo pueden decidir ustedes y tampoco lo podemos determinar 
nosotros; lo tendrá que decir el organismo correspondiente. Si la ley no es clara en lo que refiere a sus 
exigencias, tendremos que modificarla. 


Supongamos que hay una cooperativa de consumo verdadera, ¿ni siquiera puede estar en la 
misma categoría que las cooperativas de ahorro y crédito? ¿Por qué? ¿Para eso tendremos que hacer 
todo un cambio de sistema y hacer consultas? ¡Si no le estamos tocando la prelación, por ejemplo, a la 
Cooperativa Magisterial y demás! 


Después están las cooperativas de ahorro y crédito y todas las demás. Si se forma una 
cooperativa de consumo, aunque no esté a la altura, por ejemplo, de la Cooperativa Magisterial, ¿no 
puede estar a la altura de una cooperativa de ahorro y crédito? Si la cooperativa de Fray Bentos se 
hizo para eludir la ley, lo que debemos hacer es que, por lo menos, las nuevas cooperativas de 
consumo ocupen el mismo lugar que las de ahorro y crédito. Esto no me parece grave, creo que es 
algo sensato; no tocamos a las cooperativas ya existentes, que están probadas, y después 
analizaremos el tema. Por supuesto que haremos las consultas pertinentes, pero me parece que si la 
de Fray Bentos es o no una cooperativa debe evaluarlo el organismo correspondiente. Las 
asociaciones civiles no son cooperativas y las nuevas cooperativas de consumo deberían poder 
descontar, pero esta es mi opinión. Tal vez es algo que debería canalizarse un poco más; no digo que 
haya que ponerlas al mismo nivel de las otras cooperativas, pero por lo menos a la altura de las de 
ahorro y crédito. 


Reitero que se trata de una inquietud que dejo para reflexionar. 
Lamento mucho, pero en breve me voy a tener que retirar. 


SEÑOR DELGADO.- Ante todo hay que reconocer una situación. Estos artículos vinculados a la 
cooperativa de consumo que solicita tener la posibilidad de hacer retenciones al pago de nómina —una 
prelación que hoy tienen las cooperativas de ahorro y crédito— son el tema de fondo. En realidad, lo 
solicita una cooperativa en particular. 


Esto se introdujo en la Cámara de Representantes y cuando el tema llegó al Senado, en 
oportunidad de tratarse la rendición de cuentas, evaluamos el tema y recibimos a algunas delegaciones 
—también recibí en mi despacho a varios representantes de cooperativas de ahorro y crédito— 
preocupadas por la perforación del sistema. En realidad, se desglosaron estos artículos y 
posteriormente el señor senador Michelini presentó una redacción sustitutiva que cambiaba la 
normativa y se pasaba de una autorización específica a una autorización genérica de retención de 


haberes de nómina para las cooperativas de consumo. Después de discutir el tema, vimos que en lugar 
de perforar por esta vía sin darle el tratamiento correspondiente y con la profundidad que ameritaba, lo 
mejor era desglosarlo. 


La verdad es que todos los partidos —incluso el señor senador Michelini que había presentado 
un proyecto de ley sustitutivo- entendimos que había que generar este ámbito. Obviamente, esta es 
una adaptación a la ley de inclusión financiera. El proceso siguiente a la aprobación de este artículo es 
que una cantidad de cooperativas de ahorro y crédito formen una cooperativa de consumo al contado; 
eso es lo que va a pasar, sobre todo conociendo la historia —ustedes saben que integré la Comisión 
Especial de Cooperativismo de la Cámara de Representantes— y sabiendo que costó mucho hacer la 
ley marco para las cooperativas. Lo que hicimos fue una especie de código cooperativo, donde 
recopilamos y aggiornamos la legislación en esta materia a través de disposiciones generales donde se 
define el acto cooperativo, se determinan las distintas modalidades y se crea el Inacoop. A mi juicio, 
este proceso tuvo dos virtudes: primero, durante casi dos años vinieron a exponer, a opinar y a hacer 
propuestas todos aquellos vinculados al mundo cooperativo y, segundo, se votó por unanimidad. Creo 
que fue un mensaje del sistema político al mundo cooperativo, a la economía social realmente 
importante. 


También salió por unanimidad una modificación posterior a la ley por algunos ajustes que 
estaban previstos. Como toda ley nueva, la reglamentación y la implementación llevan un tiempo. 


Después de eso, sobrevino la ley de inclusión financiera, con lo cual es probable que haya 
que hacerle algunos ajustes a la ley original; no lo sé, es parte de lo que ustedes están diciendo. Me 
parece que no podemos —más allá de que sea preceptiva la opinión del Instituto Nacional del 
Cooperativismo— avanzar en modificaciones parciales a la legislación que regula a las cooperativas sin 
el mismo espíritu que nos guio en el proceso anterior. Yo apuesto a eso. Creo que el Parlamento dio 
como primera señal no votar a las apuradas algunos aspectos que podían distorsionar y generar 
efectos colaterales en cascada. Eso puede ser legítimo, no lo estoy cuestionando; capaz que uno en la 
misma situación utiliza los mecanismos que están a su alcance para adaptarse al nuevo sistema de 
inclusión financiera, que no es lo único, pero influye mucho. 


Por lo tanto, resolvimos generar un ámbito de discusión en esta comisión para estudiar el 
tema con más profundidad, escuchando con el mismo espíritu de antes a todas las partes. Ustedes son 
los primeros en venir. Todos estamos contestes en hacerlo, incluso el señor senador Michelini que 
presentó un sustitutivo. Hice esta especie de racconto porque la historia nos condiciona en cómo 
modificar esto, que no sea a las apuradas, que se logren mayorías y, si podemos generar consensos y 
escuchar a todas las partes mejor, porque si hicimos lo más difícil, seguramente podremos hacer lo que 
viene por delante. 


El próximo paso a dar es citar al Inacoop, a Cudecoop, a la Cámara Uruguaya de 
Cooperativa de Ahorro y Crédito de Capitalización, en fin, hay mucho para trabajar. Más allá de 
felicitarlos porque participé de la IV Cumbre Cooperativa de las Américas, quiero decirles que daba 
orgullo tener a más de quinientos cooperativistas de las Américas en la sala Adela Reta —estuve con 
cooperativistas canadienses— y es importante que en la comisión, con este espíritu y el aval de todos 
los partidos, manejemos el tema con la prudencia y la salvaguarda de generar consensos para evitar 
efectos colaterales no deseados. 


SEÑOR ROBALLO.- Lamento que no esté presente el señor senador Michelini pero quiero decir que 
no estamos en contra de que se generen nuevas cooperativas de consumo, pero ahí sí coincido con el 
señor senador Delgado en el sentido de que tenemos que tener cuidado en cómo lo hacemos porque, 
capaz que con un parche, en forma genérica, a las apuradas, termina perjudicando. Sencillamente digo 
que cada cooperativa tiene su porcentaje de descuento y surgió de una ley específica. ¿Por qué? 
Porque cada conjunto de trabajadores tiene descuentos específicos. Por ejemplo, CPS tiene el 30 %, 
CCA, el 40 %; seguramente en Ancap, en su momento, cuando se hizo el análisis y se generaron las 
leyes particulares de cada cooperativa que los habilitaba a enviar retenciones, se hizo ese análisis. Hoy 
está todo mezclado. Entonces, si se va a aprobar una ley que establezca que todas las cooperativas de 
consumo, por su naturaleza jurídica, pueden descontar el 40 % o el 30 %, ¿cómo queda lo que ya 
existe? ¿Está bien que en todos los lados sea igual? 


El tema es delicado para analizarlo al barrer, más todavía si se da -y se va a dar en la 
medida en que van a acceder a enviar descuentos a los sueldos- que se generen muchas más 
cooperativas y vamos a tener otro problema. Si no acompasamos y dotamos a los organismos de 
control de los elementos necesarios para que lo ejerzan y abrimos la «canilla», se van a generar las 
cooperativas y no las van a poder controlar. Pongamos como ejemplo a la cooperativa CASH. ¿Cuánto 
demoró la auditoría interna en determinar que no era una cooperativa de ahorro y crédito, sino que 
eran cuatro exfuncionarios de un cambio conocido que los despidieron, pusieron capital, le dieron 
formato cooperativo, se exoneraron de los aportes patronales y después terminaron pagando un 
millón y pico de dólares de impuestos por haber evadido determinadas cuestiones. ¿Cuánto demoraron 
en Cossac, cooperativa de ahorro y crédito, en darse cuenta que el dueño era Talamás, que tenía una 
denuncia penal por violencia privada al haber entrado con armas a otra cooperativa y sometía a sus 
empleados a determinadas situaciones? Así podríamos seguir enumerando otros casos. ¿Cuántas 
situaciones se generaron? ¿Por qué no teníamos los mecanismos de control? Tal vez, por eso y quizás 
porque los organismos encargados de controlar no podían hacerlo. La Auditoría Interna de la Nación 
tenía para ahorro y crédito tres o cuatro funcionarios y, hasta que se dieron cuenta que debían dotarla 
de mayor personal, pasó lo que pasó. Por lo tanto, hay que tener cuidado con generar instrumentos y 
no dotarlos, a la vez, de los elementos de contralor necesarios. Capaz que estamos autorizando a 
Coopace consumo, y cuando lo analizamos vemos que no es consumo, que es otra cosa. ¿Cuánto 
puede demorar en darse cuenta el Estado de que es de otra manera, para aplicar los mecanismos 
necesarios? Es un problema. Queremos dar una discusión seria sobre el tema y acordar lo que 
tengamos que acordar, en beneficio de la sociedad uruguaya. En última instancia y cada uno desde su 
lado —por lo menos yo lo intento—, estamos intentando que la sociedad uruguaya tenga los elementos 
que se han dado históricamente y que vayan mejorando a lo largo del tiempo, como se ha hecho en 
materia del cobro de los sueldos. Ese es un tema en el que no debemos retroceder, sino avanzar y 
también se contempló a las cooperativas de consumo en ese sentido. ¿Por qué se dejó ahí arriba? 
¿Porque nosotros tenemos una fuerza brutal? ¿Porque somos cien mil trabajadores? ¿Somos el 
UNTMRA, el Sunca? No, somos un congreso de ochenta trabajadores. Pero, ¿por qué fue 
contemplado por el legislador? Porque realmente el entramado social nuestro es importante, como 
también reconocemos que el de otras empresas y asociaciones también lo son. Entonces, nos parece 
que hay que ir legislando en la medida de esas situaciones y condiciones. No comparto el apuro de 
sacar algo que tal vez sea bueno pero a primera vista y después termine distorsionando. Hoy tenemos 
un orden relativo. Bueno, mejorémoslo, pero ordenadamente y discutiéndolo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Simplemente quería darles la tranquilidad de que nos vamos a tomar el 
tiempo necesario para analizar este proyecto de ley, tanto con ustedes como con otros actores que 
también tienen que estar en esa discusión. No por un caso puntual —e independientemente del apuro 
que pueda haber-—, vamos a estar desequilibrando o abriendo flancos en algo que llevó mucho tiempo 
construir. 


Esa es mi opinión personal sobre el tema, pero sé que otros compañeros la comparten. 


SEÑOR MARTÍNEZ HUELMO..- En el mismo sentido que lo que han expresado la señora presidenta y 
el señor senador Delgado quiero señalar que sobre este tema debe primar la reflexión, la prudencia y 
ponderación. Existe un marco que se votó en el año 2008 que constituye un avance importantísimo y 
por supuesto que me parece muy bien cómo se presenta la delegación ante la comisión, sin atacar a 
nadie, pero poniendo las cosas en su lugar. Del mismo modo será importante convocar a otros actores 
y, sin lugar a dudas, a Bernini, que en su momento fue el miembro informante en la Cámara de 
Representantes cuando se aprobó aquella ley. 


Por lo tanto, a mí también me parece que no fue prudente introducir un tema de esta 
naturaleza en la Rendición de Cuentas, aunque sí para un tema presupuestal; son cuarenta y cinco 
días al galope con doscientos o trescientos artículos y no era el lugar correcto. El envío de este 
proyecto a comisión fue una cosa muy buena y, tal como dijo la señora presidenta, vamos a tomarnos 
el tiempo que corresponda para actuar ponderadamente, antes de tomar cualquier conclusión, porque 
es un tema muy delicado. 


SEÑOR MONTES.- Mi intervención va en la misma línea que la de los señores senadores pero 
también quiero responder a la interrogante que formuló al señor senador Michelini. 


El sistema de ahorro y crédito tiene una diferencia con el sistema de consumo. ¿Por qué? 
Porque el sistema de ahorro y crédito tiene una norma específica: toda cooperativa que se constituya, 
que cumpla con los requisitos legales, automáticamente tiene reconocido el derecho de la retención. 
En el caso de las cooperativas de consumo, esto no es así, puesto que requieren una ley específica 
que las habilite al derecho de retención. Por lo tanto, es novedosa y positiva la propuesta y la 
discusión, pero lo que claramente hemos planteado es que tiene que ser contextualizada por el 
impacto que puede llegar a tener una norma que no sea analizada en el conjunto de la Ley n.* 18407. 
El Instituto Nacional del Cooperativismo, junto con Cudecoop y la FUCC, están trabajando en el diseño 
de un sistema integrado de cooperativismo de consumo. ¿Para qué? Para lograr mejorar la 
competitividad del sector. Este es un proyecto que parte de la base de una línea de crédito que ha 
otorgado el Frecoop —es un fondo que administra el propio Inacoop— para que todas las cooperativas, a 
través de catálogos previamente negociados con proveedores puedan acceder a una línea de crédito y 
todas compran al mismo costo, sin importar si se adquiere una unidad o doscientas. Además, en el 
sistema integrado se está planteando que no sea un proyecto vinculado solamente a consumo, sino 
que puedan capitalizarlo las cooperativas de ahorro y crédito y también puedan participar las 
cooperativas de viviendas. Así se podría lograr un desarrollo del cooperativismo de consumo a nivel 
nacional. ¿Por qué esto es un elemento importante? Una de las variables fundamentales para la 
formación del precio es si se tiene o no un oligopolio. Es fundamental el desarrollo del cooperativismo 
de consumo en el país. ¿Por qué? Porque permite a la sociedad en su conjunto y al trabajador 
organizado en su cooperativa, lograr incidir en la variable precio de otra forma. Ahora bien, para lograr 
la mejora de los precios tenemos que incorporar lógicas de escala. Entonces, este proyecto que se 
plantea es positivo porque enriquece la discusión, pero puede afectar el ecosistema vinculado al 
sistema cooperativo. Vuelvo a insistir: no es lo mismo la Ley n.” 18407 en el 2008 que si se analiza 
después de aprobada la ley de inclusión financiera, porque cambiaron las reglas y la forma de 
razonamiento de los actores del cooperativismo. Pero también debemos incorporar el esfuerzo que ha 
hecho el Estado y también el Gobierno a la hora de dotar de instrumentos y de apalancamientos 
financieros como es la creación del Fondes — Inacoop con otro grado de institucionalidad, para 
desarrollar emprendimientos estratégicos del sistema cooperativo. ¿Por qué este es un elemento 
importante? Nosotros tuvimos una cumbre en la que participaron 1.300 personas de prácticamente 
todas las partes del mundo. Esta cumbre marca un hito de referencia en el movimiento cooperativo 
internacional, para que contextualicemos el esfuerzo que ha realizado el movimiento gremial 
organizado. Pero uno de los elementos característicos —tengan en cuenta que la Ley n.” 18407 en el 
ámbito internacional del derecho comparado, es tomada como una ley de referencia y modelo para el 
desarrollo de la legislación internacional en materia cooperativa— es que Uruguay en este punto innovó 
en el desarrollo de política pública haciendo un reconocimiento expreso al sistema cooperativo como 
un actor más de los procesos sociales y el desarrollo de política pública. Entonces, este es un 
elemento importante a contextualizar. 


El otro aspecto importante es que cualquier modificación que se implemente en la ley, dado 
que el tema es propio del sistema cooperativo y de todos los actores políticos, tiene que ser el 
resultado del diálogo y del debate cuidadoso. Por supuesto que si surge una cooperativa de consumo 
que cumpla con los requisitos legales, dentro de los formatos establecidos y dando a los organismos 
de contralor los instrumentos necesarios, será bienvenida. Con esto no estamos diciendo que hay que 
limitar las herramientas para el desarrollo del sistema, pero sí que todo crecimiento —dado que se ha 
definido una política de Estado en esta materia— tiene que ser el resultado de la contextualización de lo 
que está sucediendo. En este punto es fundamental, como todos ustedes lo han planteado, la consulta 
al Instituto Nacional de Cooperativismo, a Cudecoop, a la propia Cámara Uruguaya de Cooperativas de 
Ahorro y Crédito de Capitalización, a la Federación Uruguaya de Cooperativas de Consumo y a todo 
actor del sistema cooperativo que tenga elementos para aportar. 


Muchas gracias. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Les agradecemos por su aporte en este tema. 
No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Son las 11:42). 
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